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ANTECEDENTES

El ejercicio de Informe de Cumplimiento (o Report Card) requiere que en cada país se conteste una serie de preguntas sobre integridad pública, ordenadas bajo la forma de un cuestionario. Un cuestionario que contiene respuestas óptimas a todas sus preguntas representa un modelo ideal. Este modelo ideal se basa en las normas y estándares previstos en las Convenciones Anticorrupción de la OEA y de la ONU.

De esta manera, para cada una de sus sub-áreas temáticas el Informe de Cumplimiento sobre Integridad Pública contiene preguntas cuya respuesta óptima refleja la aplicación satisfactoria de los estándares que sobre cada materia establecen Convenciones. 

La verificación del grado fáctico de cumplimiento de los estándares de las Convenciones en cada país se puede llevar a cabo a través de diversos medios, y en este caso, a través de opiniones de expertos calificados, quienes deberán acreditar el grado de efectividad en el cumplimiento de cada estándar en cada país. La calificación se hace según criterios de evaluación que se acordaron por el grupo de trabajo de integridad pública. Las evaluaciones que hagan los expertos deberán procurar basarse en antecedentes objetivos, indicadores estadísticos e información cualitativa que las fundamenten.
CONTENIDO DEL TEMA INTEGRIDAD PUBLICA

Sub-áreas temáticas:

El Report Card sobre Integridad Pública busca medir, en una serie de países americanos y al mes de julio de 2005, el grado de implementación de los estándares establecidos en las Convenciones Anticorrupción de la OEA y de la ONU en las siguientes sub-áreas:

a) Conflictos de intereses;

b) Declaraciones de Patrimonio;

c) Obligación de denunciar y protección de los denunciantes.

Estas  sub-áreas han sido seleccionadas en un proceso de propuesta y discusión que comenzó en la reunión de TI de octubre de 2004 en Kenia y que continuó en el mes de diciembre en Santiago, luego del cual se define que el Programa Regional de Convenciones Anticorrupción – Américas focalizará sus esfuerzos durante el año 2005 en las materias en que coincida el ejercicio de Report Card y el mecanismo de seguimiento de la OEA. Dentro de este marco de acción se encuentran las tres sub-áreas mencionadas.

Identificación de los estándares:

Basándose en la definición clásica de estándar (“que sirve como tipo, modelo, patrón o referencia”) se puede desarrollar un concepto específico de estándar para el Report Card entendiendo por tal “aquel grupo de elementos más relevantes que caracterizan un modelo ideal ampliamente aceptado o acordado”. Este concepto es coincidente con el de referente ideal a alcanzar utilizado en otras herramientas. Así, la identificación de los estándares aplicables para cada Report Card requiere seleccionar las fuentes más compartidas, aceptadas o legítimas de estándares de una comunidad de países.

Transparencia Internacional ha reconocido que tales fuentes en los países de América Latina es la Convención Interamericana Contra la Corrupción, suscrita en 1996 y que se encuentra vigente en 33 de los 34 países miembros de la OEA; y, la Convención Global contra la Corrupción de las Naciones Unidas. Este último es el único instrumento global anticorrupción y fue construido con los aportes concretos y acuerdos de la mayoría de los países del continente, en un proceso que tomó más de dos años previos a su firma por 22 países americanos.

Especialmente relevantes en el tema de integridad pública asociado a Convenciones Internacionales en América, son los desarrollos obtenidos de los cuestionarios del Comité de Expertos de la OEA para la Primera Ronda, y especialmente en las Recomendaciones que dicho Comité ha efectuado a los países de la región examinados en los últimos tres años a través de sus Informes Nacionales. Estas recomendaciones, a través de su regularidad, demuestran un consenso entre todos los miembros gubernamentales ante la OEA acerca de cuáles son los elementos característicos de una adecuada normativa y práctica en integridad pública.
Tal definición previa de las fuentes de los estándares resulta central en la medida que el propósito del ejercicio de Report Card es contar con información que nos permita aseverar el grado de cumplimiento que las Convenciones Anticorrupción tienen en un grupo de países de América Latina. Tal información será valiosa en la medida que tales estándares internacionales sean vinculantes para los Estados y los gobiernos de la región sometidos a examen.

El alcance del Report Card comprende países americanos, y dentro de ellos las preguntas están enfocadas sobre la función Ejecutiva, y dentro de ella sobre la administración central del Estado, en su nivel territorial nacional o federal. Quedarían así excluidos del Report Card los órganos del sistema de justicia y los órganos legislativos. También, y salvo justificación en contrario, quedarían excluidos los órganos autónomos del gobierno, como pueden ser las instituciones reguladoras autónomas o superintendencias y el Banco Central si es autónomo; las empresas públicas, fiscales y semi-fiscales, y los bancos del Estado; las municipalidades y los niveles provinciales o estadales de la Administración.

La construcción de la herramienta de recolección de información:

El grado de cumplimiento de los estándares internacionales, aplicables a los países de la muestra en materia de integridad pública, podrá determinarse al contar con información desagregada respecto de su existencia y desempeño, y al aplicarle a esta información un mecanismo de evaluación por un experto calificado en cada país.

La información desagregada de los diferentes estándares, y de cada sub-área, se obtendrá a través de un cuestionario, que contendrá preguntas relativas a la existencia de normas y  prácticas relacionadas con tales estándares. El mecanismo de evaluación debe proveer una medición del grado de aplicación de tales estándares, mediante una escala simple, que señale gradualidades, y que, de ser posible, admita el establecimiento de cifras promediadas según sub-área y área temática.

De esta manera, el Report Card sobre Integridad Pública es un tipo de estudio cualitativo. Se opta por este tipo de estudio ya que permite incorporar el grado de subjetividad del informante que valora el estándar. La herramienta de recolección de información es un cuestionario tipo aplicado a un informante calificado. Las respuestas a dicho cuestionario son sometidas posteriormente a  Se aplica a expertos calificados en las tres sub-áreas: a) prevención de conflictos de intereses; b) declaraciones de patrimonio; c) obligación de denunciar y protección de los denunciantes.
La herramienta se basa en la existencia de estándares internacionales en materia de integridad pública. Para cada uno de tales estándares o elementos se pueden efectuar una serie de afirmaciones que permitan conocer el conjunto de sub-elementos que lo componen y su evaluación.
Definición de los factores objeto de estudio y su valoración:

El objetivo del estudio recae sobre: a) la determinación del Modelo Ideal a alcanzar (estándar), y b) el monitoreo de la aplicación de Convenciones.

Teniendo en cuenta lo anterior se pueden distinguir tres niveles de valoración para la primera parte del Cuestionario, destinado a determinar el marco legal e institucional:
· Si (respuesta afirmativa);

· No (respuesta Negativa);

· No es Aplicable (cuando la pregunta no es aplicable en un país a juicio del experto).

La segunda parte del cuestionario está referida a la percepción acerca del desempeño en la materia. En esta parte del cuestionario, se pueden distinguir cuatro niveles de valoración, en una escala que va desde 1 a 4.
La calificación que se asigne a cada una de las afirmaciones sobre desempeño está graduada según el grado de satisfacción que cada experto entrevistado asigne a la situación en el país de la muestra. Tal grado de satisfacción con la realidad (tomando en cuenta el modelo ideal) se puede graduar según los siguientes niveles de cumplimiento:

Uno. Inexistente: no existe el sub-elemento evaluado. Ejemplo: no existen normas legales para la prevención de conflictos de intereses respecto de ex funcionarios; no se ejecutan mecanismos de determinación de responsabilidad administrativa por infracciones a normas sobre conflictos de intereses en los organismos públicos.

Dos. Insuficiente: existe el sub-elemento evaluado, pero éste cumple de manera  básica y formal con condiciones para su funcionamiento, o su desempeño no es sistemático y regular afectando su eficacia. Ejemplo: existe norma constitucional que no está desarrollada legalmente para su aplicabilidad y carece de órgano responsable de hacerla cumplir; se llevan a cabo esporádicamente acciones de control en los organismos públicos; existen normas legales o mecanismos que se aplican sólo a un número limitado de organismos públicos.
Tres. Bueno: Cumple con la mayoría de las condiciones que se estiman necesarias para un buen desempeño o para cumplir las finalidades para las cuales fue establecido. Ejemplo: las acciones de fiscalización se ejecutan de acuerdo a lo planificado; las sanciones se aplican normalmente en los procesos administrativos o judiciales, existiendo muy pocas excepciones o restricciones (inmunidades u otras).

Cuatro. Optimo: Cumple con todas las expectativas esperadas, contiene todas las condiciones para el cumplimiento de sus objetivos, presenta un excelente nivel de desarrollo. Ejemplo: Los ex funcionarios están sujetos a normas que establecen prohibiciones y restricciones para prevenir conflictos de intereses una vez que han dejado sus cargos, y su cumplimiento es verificado regularmente; se aplican sanciones y no existen excepciones que favorezcan la impunidad de funcionarios y autoridades sin importar su jerarquía.

Las evaluaciones que cada experto haga ante cada pregunta, desde 1 a 4, pueden formar subconjuntos cuyos resultados promediados generen un indicador por sub-área, a la vez que en conjunto las tres sub-áreas generan un indicador en materia de integridad pública por país.

En tercer lugar, el cuestionario contiene preguntas específicas sobre información objetiva y estadística: está destinada a detectar la existencia de datos e indicadores sobre el desempeño del país en las tres áreas y sobre la existencia de información de este tipo disponible en cada país. Por lo anterior, el experto deberá responder estas preguntas en la medida que los datos o indicadores específicos existan y estén disponibles; de otro modo la respuesta debiera ser “No es Accesible” y fundamentar esa afirmación.

Justificación: Cada experto debe señalar en cada respuesta, además, los indicadores, datos estadísticos y estudios que fundamenten sus opiniones.

Cuestionario sobre conflictos de intereses:

Los estándares normativos aplicables a los conflictos de intereses se obtienen especialmente del artículo III párrafos Nº 1 y 2 de la Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC) y de los artículos 7º Nº 4 y 8 Nº 2 de la Convención contra la Corrupción de las Naciones Unidas (CACNU). Especialmente relevantes son los desarrollos obtenidos de los cuestionarios del Comité de Expertos de la OEA para la Primera Ronda, y particularmente las Recomendaciones que dicho Comité ha efectuado a los países de la región examinados en los últimos tres años a través de sus Informes Nacionales. Estas recomendaciones, a través de su regularidad, demuestran un consenso acerca de cuáles son los elementos característicos de una adecuada normativa y práctica de prevención de conflictos de intereses.

El patrón que se desprende de estas normas internacionales y de los desarrollos del Mecanismo de Seguimiento, muestra los siguientes estándares aceptados para la prevención de conflictos de intereses:

1. Existencia de valores, principios y normas destinados a prevenir ampliamente conflictos de intereses, antes, durante y luego del ejercicio de cargos públicos.

2. Aplicación de mecanismos de prevención, detección, investigación y castigo para hacer efectivas tales normas

3. Aplicación de mecanismos de educación, capacitación y difusión sobre valores, principios y normas, sean éticas o de prevención de conflicto de intereses.

4. Existencia y aplicación de sanciones disuasivas para caso de infracción

5. Órganos responsables, coordinados y con atribuciones para hacer cumplir las normas

	PREVENCIÓN DE CONFLICTOS DE INTERESES

	Estándares y Preguntas sobre

 marco institucional y legal

	Respuesta


	Existencia de normas e instituciones destinados a prevenir conflictos de intereses.
	SI
	NO
	N/AP

	Pregunta 1
	¿Está establecido con rango legal un conjunto de normas legalmente obligatorias destinadas a prevenir conflictos de intereses?
	*
	
	

	
	Justificación

Artículo 39 del Decreto Ejecutivo No. 246 de 15 de diciembre de 2004 “Por el cual se dicta el Código Uniforme de Ética de los Servidores Públicos que laboran en las entidades del gobierno central”. 

Los miembros del Consejo Nacional de Transparencia contra la Corrupción han manifestado durante sus reuniones su opinión de que dicho reglamento debe elevarse a categoría de Ley de la República.
	
	
	

	Pregunta 2
	Si la pregunta anterior es afirmativa, son estas  normas aplicables a la totalidad de los agentes públicos, según la definición de agente público establecida en el artículo 2º de la CICC
.
	
	*
	

	
	Justificación

El Código Uniforme de Ética de los Servidores Públicos rige para los funcionarios del Órgano Ejecutivo y el gobierno central. Recientemente el Ministerio Público también lo adoptó, y la Asamblea Nacional aprobó un Código de Ética que no contempla sanciones.
	
	
	

	Pregunta 3
	¿Existen normas legales específicas de prevención de conflictos de intereses,  destinadas a aplicarse en los procesos de ingreso a los cargos públicos?

(en algunos países se denominan inhabilidades y en otros incompatibilidades de ingreso)
	*
	
	

	
	Justificación

Artículo 192 de la Constitución Nacional establece que “no podrá ser elegido Presidente de la República:

1. El ciudadano que llamado a ejercer la Presidencia por falta absoluta del titular, la hubiere ejercido en cualquier tiempo durante los tres años inmediatamente anteriores al período para el cual se hace la elección.

2. Los parientes dentro del cuarto grado de consaguinidad o segundo de afinidad del Presidente de la República que haya ejercido sus funciones en el período inmediatamente anterior o los del ciudadano indicado en el numeral uno de este artículo”.

Artículo 193 de la Constitución Nacional establece que “no podrá ser elegido Vicepresidente de la República:

1. El Presidente de la República que hubiere desempeñado sus funciones en cualquier tiempo, cuando la elección del Vicepresidente de la República sea para el período siguiente al suyo.

2. Los parientes dentro del cuarto grado de consaguinidad o segundo de afinidad del Presidente de la República, para el período que sigue a aquél en que el Presidente de la República hubiere ejercido el cargo.

3. El ciudadano que como Vicepresidente de la República, para el período que sigue a aquél en que el Presidente de la República hubiere ejercido el cargo.

4. Los parientes dentro del cuarto grado de consaguinidad o segundo de afinidad del ciudadano expresado en el numeral anterior para el período inmediatamente siguiente a aquél en que éste hubiere ejercido la Presidencia de la República.

5. Los parientes dentro del cuarto grado de consaguinidad o segundo de afinidad del Presidente de la República”.

Artículo 303 de la Constitución Nacional establece que “los Servidores Públicos no podrán percibir dos o más sueldos pagados por el Estado, salvo los casos especiales que determine la Ley, ni desempeñar puestos con jornadas simultáneas de trabajo” …

Artículo 17 de la Ley 9 de 1994 (Ley de Carrera Administrativa) establece que: “no podrán ser nombrados para el cargo de Director General o de Sub Director General de Carrera Administrativa:

1. Los parientes dentro del cuarto grado de consaguinidad o tercero de afinidad con el Presidente de la República, o con alguno de los miembros del Gabinete, o de los funcionarios designados o ratificados por la Asamblea Legislativa.

2. Los elegidos para ocupar puestos de elección popular, mientras dure su período.


	
	
	

	Pregunta 4
	¿Existen normas legales específicas de prevención de conflictos de intereses destinadas a aplicarse a los funcionarios durante el ejercicio de sus cargos públicos? (este tipo de normas son denominadas corrientemente incompatibilidades y prohibiciones)
	*
	
	

	
	Justificación

Artículo 39 del DE No. 246 de 15 de diciembre de 2004 que define los impedimentos por razón de las funciones públicas y establece que “a fin de preservar la independencia de criterio y el principio de equidad, el servidor público no puede mantener relaciones ni aceptar situaciones en cuyo contexto sus intereses personales, laborales, económicos o financieros pudieran estar en conflicto con el cumplimiento de los deberes y funciones a su cargo.

Tampoco puede dirigir, administrar, asesorar, patrocinar, representar ni prestar servicios, remunerador o no, a personas que gestionen o exploten concesiones o privilegios o que sean proveedores del Estado, ni mantener vínculos que le signifiquen beneficios u obligaciones con entidades directamente fiscalizadas por el órgano o entidad en la que se encuentre desarrollando sus funciones.

Artículo 40 del mismo Decreto Ejecutivo señala como EXCUSA: El funcionario público debe excusarse y abstenerse de participar en todos aquellos casos en los que pudiera presentarse conflicto de intereses y notificará tal circunstancia a su superior jerárquico.
	
	
	

	Pregunta 5
	¿Existen normas legales de prevención de conflictos de intereses destinadas a aplicarse a ex funcionarios luego del ejercicio de sus cargos públicos?

(también se les denomina prohibiciones o incompatibilidades ex post)
	
	*
	

	
	Justificación

No existen en nuestra legislación este tipo de incompatibilidades. 
	
	
	

	Pregunta 6
	¿Establece la ley sanciones para la totalidad de casos de infracción de las normas sobre prevención de conflictos de intereses?
	
	*
	

	
	Justificación

Solo se establecen sanciones para algunas infracciones, entre los cuáles podemos citar el artículo 44 del Código Uniforme de Ética que indica que “El servidor público que incurra en la violación de las disposiciones del presente decreto, en atención a la gravedad de la falta cometida, será sancionada administrativamente con amonestación verbal, amonestación escrita, suspensión del cargo o destitución”.
	
	
	

	Pregunta 7
	¿Asigna la legislación la responsabilidad de prevenir conflictos de intereses a órganos públicos internos de la Administración?
	
	*
	

	
	Justificación

No hay un ente responsable de prevenir los conflictos de intereses, las normas precitadas solo establecen la prohibición y en algunas ocasiones las sanciones, más no hacen referencia a mecanismos de prevención.
	
	
	

	Pregunta 8
	¿Existen órganos superiores de control cuyas funciones comprenden el combate a los conflictos de intereses en la Administración?
	
	*
	

	
	Justificación

No existen órganos superiores de control cuya función comprenda el combate a los conflictos de intereses en la Administración, tal como se desprende del Código de Ética Uniforme, cada institución tiene la responsabilidad de instruir el procedimiento administrativo correspondiente. (Artículo 45 del Decreto Ejecutivo No. 246 de 15 de diciembre de 2004)
	
	
	

	Total respuestas marco legal e institucional
	
	
	

	Estándares y Preguntas sobre 

percepción del desempeño
	Evaluación
	

	Mecanismos y prácticas de prevención, detección, investigación y castigo para hacer efectivas las normas sobre prevención de conflictos de intereses
(Nota: entiéndase por mecanismo todo conjunto de procedimientos y sistemas cuyo funcionamiento permite llevar a la práctica un determinado objetivo)
	0
	1
	2
	3
	4
	

	Pregunta 9
	Los órganos internos de los órganos públicos aplican mecanismos preventivos de conflictos de intereses
(el concepto de mecanismos preventivos puede ilustrarse a través de, por ejemplo, el control de inhabilidades de ingreso, las auditorías preventivas, el análisis de riesgo de infracción legal; todos los cuales se caracterizan por consistir en procedimientos y sistemas de naturaleza preventiva)
	
	
	*
	
	
	

	
	Justificación

No es usual que los órganos internos de los órganos públicos apliquen mecanismos de prevención de conflictos de intereses.

Sin embargo podemos mencionar que la actual Procuradora General de la Nación al tomar posesión del cargo el 3° de enero de 2005 realizó una serie de auditorias e investigaciones que tuvieron como resultado la sanción de un grupo de funcionarios por laborar en Medicina Legal y en la Universidad de Panamá, en ambos sitios a tiempo completo.
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 10
	Los órganos internos de los organismos públicos aplican mecanismos de detección o chequeo de conflictos de intereses
(solo para ilustrar, se consideran este tipo de mecanismos, las auditorias o exámenes para detectar relaciones de parentesco; revisión de bases de datos de personal; revisión contable de cuentas financieras; y otras) 
	
	*
	
	
	
	

	
	Justificación

No existe una política de prevención de los conflictos de intereses.
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 11
	Los organismos públicos aplican mecanismos de investigación administrativa interna para determinar la responsabilidad de funcionarios por incurrir  en conflictos de intereses
(tipos de estos mecanismos pueden considerarse las investigaciones administrativas; los sumarios; los procesos disciplinarios)
	
	
	*
	
	
	

	
	Justificación

Los órganos internos de los organismos públicos  aplican de manera limitada e insuficiente mecanismos de detección o chequeo de conflictos de intereses. Por ejemplo, en el 2005 se  denunció en los medios de comunicación al Ex Director de Migración que era socio de un bufete de abogados, el cual realizaba trámites de visas ante su propio despacho. Se realizó una fuerte campaña para provocar la destitución de éste funcionario, pero al final él recibió una amonestación verbal y opto por renunciar. 

	
	
	
	
	
	

	Pregunta 12
	Los órganos competentes aplican sanciones administrativas contra los funcionarios infractores de las normas sobre conflictos de intereses, una vez verificada su responsabilidad.
	
	
	*
	
	
	

	
	Justificación

Desde nuestro punto de vista los órganos competentes aplican de manera insuficiente sanciones administrativas contra los funcionarios infractores de normas sobre conflictos de intereses. Como ya citamos, hay funcionarios que han renunciado de sus cargos en el gobierno y luego han sido señalados por haber cometido irregularidades y no recibieron ninguna sanción por ello, incluso se les permitió renunciar, en vez de haber sido destituidos. Esto ocurre generalmente cuando se trata de funcionarios de alto nivel. 
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 13
	Los órganos públicos ejecutan programas/planes/cursos de capacitación sobre ética pública y prevención de conflictos de intereses dirigidos a los funcionarios y autoridades
	
	
	*
	
	
	

	
	Justificación

La Procuraduría de la Administración manifiesta contar con un programa de capacitación en materia de ética pública dirigido a los funcionarios, y durante la pasada administración se creó lo que se conoce como la “Red de Ética Pública”.
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 14
	Los órganos públicos ejecutan programas de difusión sobre ética pública y derechos de los ciudadanos dirigidos a la ciudadanía.
	
	
	*
	
	
	

	
	Justificación

Podríamos señalar que la Defensoría del Pueblo, la Policía Técnica Judicial y la Procuraduría de la Administración han llevado adelante programas de difusión sobre ética pública. La Procuraduría de la Administración expresó que llevaría adelante la impresión de 100,000 ejemplares del Código Uniforme de Ética, mientras que la Defensoría del Pueblo ya realizó un tiraje del Código de Ética y se encuentra distribuyéndolo en algunas instituciones públicas. 
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 15
	Las sanciones aplicadas a los infractores de las normas sobre conflictos de intereses son disuasivas
(considere su proporcionalidad, y la existencia de recurrencia en las infracciones a pesar de la aplicación de sanciones).
	
	*
	
	
	
	

	
	Justificación

De ninguna manera se podría definir como disuasivas a las sanciones que se aplican a los infractores de normas sobre conflictos de intereses, de nuestra perspectiva las sanciones han sido leve.
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 16
	Las sanciones son aplicadas en la totalidad de los casos de infracción verificados (considere la existencia de fueros, exenciones de responsabilidad especiales, inmunidades para determinados funcionarios u otros medios para la no aplicación de las sanciones, así como impunidades de hecho). 
	
	
	*
	
	
	

	
	Justificación

En diciembre de 2001 se suscitó probablemente el mayor caso de conflicto de intereses que la opinión pública recuerda. La Presidenta de la República  de ese momento, nombró como Magistrado de la Corte Suprema de Justicia a él  Ministro de Gobierno y Justicia de su primer gabinete, y a su compadre que era legislador del mismo partido que la Ex Presidenta. Incluso, en el año 2005, éste Magistrado de la Corte Suprema de Justicia tuvo que pronunciarse sobre si era procedente investigar a la Ex Presidenta por utilizar fondos de la partida discrecional para uso privado, y él mismo no se recuso ni se declaro impedido, y declaro que la Ex Presidenta no podía ser investigada por gozar de inmunidad del PARLACEN. 
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 17
	Los órganos públicos internos responsables de la prevención, detección, investigación y sanción en materia de conflictos de intereses, actúan coordinadamente para cumplir sus propósitos
	
	*
	
	
	
	

	
	Justificación

No existe un nivel de coordinación sistemático entre los órganos públicos internos responsables de la prevención, detección, investigación y sanción en materia de conflictos de intereses. 
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 18
	Los órganos de control superior aplican sus atribuciones en materia de conflictos de intereses.
	
	*
	
	
	
	

	
	Justificación

Los órganos de control superior no aplican sus atribuciones en materia de conflictos de intereses. Generalmente cuando se han manifestado es como resultado de una denuncia pública y constantes campañas de presión ciudadana y no por iniciativa propia.
	
	
	
	
	
	


Indicadores de desempeño e Información estadística:

19. ¿Cuál es el número de auditorías o acciones de verificación/chequeo destinadas a prevenir conflictos de intereses llevadas a cabo en la Administración durante el año 2004?

Respuesta:

Remitimos una carta a la Contraloría General de la República con el fin de conocer con exactitud el número de auditorías o acciones de verificación/chequeo destinadas a prevenir conflictos de intereses y la respuesta que obtuvimos a las preguntas 20-24 relacionadas al tema de Conflictos de Intereses fue “la Contraloría General de la República según nota número 167-2005/DAS-SAG manifiesta no ha haber recibido denuncia relacionada con conflictos de intereses durante el período indicado, ni se han desarrollado cursos de capacitación hasta la fecha”

20. ¿Cuál es el número de procesos de investigación administrativa sobre conflictos de intereses llevados a cabo en la Administración durante el año 2004?

Respuesta:

Enviamos una carta a la Procuraduría de la Administración el 11 de julio con el fin de conocer con exactitud el número de procesos de investigación administrativa sobre conflictos de intereses llevados a cabo por la Administración y la respuesta que recibimos a través de la nota No. SPJ-154-05 fue la siguiente:

Número de Quejas Administrativas: 347

*Materias: Abuso de Autoridad, Destitución, Mora en contestación de recursos administrativos, vacaciones, irregularidades en los procedimientos administrativos

Porcentaje que concluyeron con investigaciones administrativas: 90% fueron quejas precedentes y 10% quejas improcedentes.

Porcentaje de denuncias de actos de corrupción: 0%

*Materias más frecuentes, relacionadas al tema de conflictos de intereses. Esto quiere decir que se recibieron 347 quejas que aunque no fueron presentadas alegando conflictos de intereses en el proceso de investigación se encontró un vínculo con esta figura.

21.¿Cuál es el porcentaje de auditorías o acciones de verificación en materia de conflictos de intereses que concluyeron con investigaciones administrativas o sanciones en la Administración durante el año 2004?

Respuesta:

Aunque remitimos cartas a las autoridades para conocer estos datos no recibimos respuesta concreta.

22. ¿Cuál es el porcentaje de procesos penales abiertos durante 2004 destinados a investigar y sancionar casos de conflictos de intereses en la Administración?

Respuesta:

Aunque remitimos cartas a las autoridades para conocer estos datos no recibimos respuesta concreta.

23. ¿Cuál es el número y porcentaje de cursos de capacitación sobre prevención, detección, investigación y/o sanción de conflictos de intereses en la Administración durante el año 2004?

Respuesta:

La Procuraduría de la Administración manifiesta que durante el año 2004 se llevaron a cabo 22 reuniones de trabajo, 10 seminarios y 1 conferencia.

Declaración de ingresos, activos y pasivos

Los estándares normativos aplicables a la declaración de ingresos, activos y pasivos se obtienen especialmente del artículo III párrafo Nº 4 de la CICC y del artículos 8º Nº5 de la CACNU. Especialmente relevantes son los desarrollos obtenidos de los Cuestionarios del Comité de Expertos de la OEA para la Primera Ronda, y las Recomendaciones que dicho Comité ha efectuado a los países de la región examinados en los últimos tres años. Estas recomendaciones, a través de su regularidad, demuestran un consenso acerca de cuáles son los elementos característicos de una adecuada normativa y práctica en materia de declaración de ingresos, activos y pasivos.

El patrón que se desprende de estas normas internacionales y de los desarrollos del Mecanismo de Seguimiento, muestra los siguientes estándares o elementos aceptados para las declaraciones de ingresos, activos y pasivos:

1. Obligación de los funcionarios de mayor responsabilidad y cargo de presentar declaraciones donde consignen sus intereses y su patrimonio.

2. Obligación de efectuar las declaraciones de ingresos, activos y pasivos al menos al momento del ingreso y el egreso a los cargos públicos. 

3. Existencia de procedimientos para el cumplimiento de esta obligación.

4. Verificabilidad de los datos contenidos en las declaraciones.

5. Publicidad o accesibilidad ciudadana a las declaraciones.

Cuestionario sobre declaración de ingresos, activos y pasivos

	DECLARACIÓN DE INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS

	Estándares y preguntas sobre

 marco institucional y legal

	Respuestas

	Existencia de la obligación de los funcionarios públicos de presentar declaraciones de ingresos, activos y pasivos, verificables y públicas
	SI
	NO
	N/AP

	Pregunta 24
	¿Existe en el ordenamiento jurídico de su país la obligación de los funcionarios públicos de presentar declaraciones de ingresos, activos y pasivos?
	*
	
	

	
	Justificación

Ley 59 de 1999 y Artículo 304 de la Constitución Nacional
	
	
	

	Pregunta 25
	¿Existe en el ordenamiento jurídico de su país la obligación de los funcionarios públicos de presentar declaraciones de intereses?
	
	*
	

	
	Justificación

No existe una Ley que lo establezca.
	
	
	

	Pregunta 26
	¿Es la obligación de presentar una declaración de ingresos, activos y pasivos aplicable a los más altos funcionarios de la Administración?
	*
	
	

	
	Justificación

Es aplicable a algunos de ellos, en estos momentos se encuentra en la Asamblea Nacional un Proyecto de Reforma a la Ley 59 de 1999 para ampliar el número de funcionarios que deben cumplir con esta Ley, proponer que las mismas sean auditadas al inicio y al final del período del funcionario y que sean de acceso público.
	
	
	

	Pregunta 27
	¿Existe la obligación legal de presentar declaración de patrimonio por los funcionarios públicos al momento de ingresar y al momento de egresar de los cargos públicos?


	*
	
	

	
	Justificación

El artículo 304 de la Constitución y el artículo 1º de la Ley 59 de 1999  establecen que al inicio y al término de sus funcionarios se debe presentar una declaración jurada de bienes, pero es muy común que los funcionarios no cumplan con esta norma y no reciban una sanción por ello.
	
	
	

	Pregunta 28
	¿La responsabilidad del control y verificación de la obligación de prestar declaración de ingresos, activos y pasivos, está entregada a órganos públicos específicos?
	*
	
	

	
	Justificación

La norma establece que la misma se presentara ante Notario Público y que deberá ser protocolizada  en Escritura Pública y que se debe enviar copia autenticada a la Contraloría General de la República.

El Artículo 8 de la Ley 59 de 1999 establece que “la Controlaría General de la República, de oficio o ante denuncia, a través de la Dirección de Responsabilidad Patrimonial, deberá iniciar el proceso para determinar si los hechos denunciados constituyen efectivamente enriquecimiento injustificado. Al efecto, la persona denunciada deberá presentar las pruebas pertinentes que justifiquen el origen y procedencia de los bienes que posee, se por sí o por interpuesta persona natural o jurídica y que sobrepasen los declarados o los que probadamente superen sus posibilidades económicas”.

Generalmente cuando se ha investigado una declaración patrimonial de bienes ha sido previo la presentación de una denuncia, no se realizan verificaciones como rutina.


	
	
	

	Total respuestas sobre marco legal e institucional
	
	
	

	Estándares y Preguntas sobre

percepción del desempeño
Mecanismos y prácticas para el cumplimiento del deber de efectuar declaración de patrimonio
(Nota: entiéndase por mecanismo todo conjunto de procedimientos y sistemas cuyo funcionamiento permite llevar a la práctica un determinado objetivo)
	Evaluación

	

	
	0
	1
	2
	3
	4
	

	Pregunta 29
	Los servidores públicos aplican procedimientos de apoyo para ayudar a los funcionarios públicos a cumplir con su obligación de presentar la declaración
(son procedimientos de este tipo la orientación, la capacitación, la información)
	
	
	
	
	*
	

	
	Justificación

En agosto de 2005 la Contraloría General de la República imprimió un instructivo y lo envió a todos los funcionarios que por Ley deben cumplir con esta norma para que sirviera de guía.
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 30
	Las declaraciones de ingresos, activos y pasivos son sometidas a procedimientos de verificación de veracidad por unidades u órganos públicos responsables
	
	*
	
	
	
	

	
	Justificación

La Ley 59 de 1999 no establece este proceso y es por ello que existe una propuesta de reforma a esta Ley para responsabilizar a la Controlaría General de la República de llevar adelante esta labor de verificación.
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 31
	Las declaraciones de ingresos, activos y pasivos son públicas o puestas a disposición del público por medios accesibles a la ciudadanía
	
	*
	
	
	
	

	
	Justificación

Hay quienes interpretar que por ser presentadas ante Notario Público son de acceso público, lo cierto es que en la práctica es muy difícil acceder a ellas. Algunos funcionarios de manera voluntaria le han entregado copia a la Defensoría del Pueblo y las mismas se encuentran disponibles en el sitio www.defensoriadelpueblo.gob.pa
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 32
	Las infracciones a la obligación son sancionadas por los órganos públicos competentes
	
	
	
	
	*
	

	
	Justificación

El Artículo 4 de la Ley 59 de 1999 establece sanciones sino se presenta la declaración patrimonial de bienes. A los funcionarios se les puede retener su salario hasta tanto cumplan con este deber y los que omitieron entregarla al final de su gestión pueden ser multados, lo cierto es que estas sanciones no eran aplicadas hasta septiembre del 2005 cuando el actual Contralor de la República elaboro una base de datos con todos los funcionarios que deben cumplir con esta norma y les otorgó un mes de gracia para ponerse al día con dicha Ley, vencido este plazo empezó a retener los cheques de los que incumplieron con el término.
	
	
	
	
	
	


Indicadores de desempeño e Información estadística:

33. Cuál es el porcentaje de funcionarios obligados que cumple efectivamente con esta obligación a la fecha?

Respuesta:

El 11 de julio remitimos una carta a la Contraloría General de la República para que respondieran a las preguntas 34-36 y la respuesta de la Contraloría General de la República fue la siguiente:

“Históricamente el porcentaje de funcionarios que cumple con esta obligación es mínimo. Esta administración esta realizando un estudio a nivel nacional de todos los funcionarios públicos obligados a cumplir con el deber de presentar su Declaración de Bienes Patrimoniales al entrar y salir del servicio público. Posteriormente, para ser exactos el viernes 12 de agosto la Controlaría General de la República publicó un Boletín de Prensa luego de una serie de artículos publicados por el diario La Prensa en el que se señalaba que se ignoraba el número real de funcionarios que habían cumplido con esta disposición, e informaron a la ciudadanía que solo 105 funcionarios de un total 1,595 habían cumplido con esta disposición, lo que significa que había 1,490 funcionarios en mora. (Atención, elimine dos líneas)

El actual Contralor General de la República elaboró una base de datos de los funcionarios que por Ley deben presentar declaración patrimonial de bienes, y la cantidad de funcionarios aumento a casi 2,500 de los cuáles más de 2,000 ya la han presentado y al resto se les ha retenido el cheque hasta tanto cumplan con esta obligación legal.

34. ¿Cuál es el número de procesos administrativos o penales iniciados por infracción a la obligación de presentar declaración de ingresos, activos y pasivos durante  el año 2004?

Respuesta

Podemos deducir que no se han abierto procesos por este motivo, en vista de que la Contraloría General de la República no respondió de manera puntual a esta interrogante.

35. ¿Cuál es el número de procesos penales en contra de funcionarios fundados en antecedentes aportados por sus declaraciones de ingresos, activos o pasivos durante el año 2004?

Respuesta

Podemos deducir que no se han abierto procesos penales contra funcionarios fundados en antecedentes aportados por sus declaraciones de ingresos, activos o pasivos durante el año 2004, ya que la Procuraduría General de la Nación manifestó en su respuesta a una nota enviado por nosotros que no aplicaba.

Los medios de comunicación reportaron en el 2003 el caso del ex presidente de la república durante el período 1994-1999 por no incluir 20 millones de dólares en su declaración patrimonial de bienes y en el 2004 también se informó sobre el caso del ex ministro de economía y finanzas durante el período 2000-2004, que no pago los impuestos que le correspondía y debió cancelar al fisco la suma de US$250,000.

Deber de denunciar actos de corrupción y protección a los denunciantes

Los estándares normativos aplicables al deber de los funcionarios públicos  de denunciar los actos de corrupción de que tomaren conocimiento en el ejercicio de sus funciones, así como la obligación de proteger a los denunciantes de buena fe de actos de corrupción, se obtienen especialmente del artículo III párrafos Nº 1 y Nº 8 de la CICC y de los artículos 8º N°4 y 33 de la CACNU. Especialmente relevantes son los desarrollos obtenidos de los Cuestionarios del Comité de Expertos de la OEA para la Primera Ronda, y especialmente de las Recomendaciones que dicho Comité ha efectuado a los países de la región examinados en los últimos tres años. Estas recomendaciones, a través de su regularidad, demuestran un consenso acerca de cuáles son los elementos característicos de una adecuada normativa y práctica en materia de deber de denuncia y protección a los denunciantes.

El patrón que se desprende de estas normas internacionales y de los desarrollos del Mecanismo de Seguimiento, muestra los siguientes estándares aceptados para el deber de denuncia y protección a los denunciantes:

1. El deber de los funcionarios públicos de denunciar actos de corrupción.

2. La existencia de mecanismos para hacer efectivo dicho deber de denuncia.

3. La obligación de los organismos públicos de proteger a los denunciantes de actos de corrupción.

4. La aplicación de mecanismos para hacer efectivo dicho deber de protección.

Cuestionario sobre obligación de denunciar y protección a los denunciantes

	OBLIGACIÓN DE DENUNCIAR Y PROTECCIÓN A LOS DENUNCIANTES

	Estándares y Preguntas sobre el marco legal e institucional
	Respuestas

	Obligación de funcionarios públicos de denunciar actos de corrupción
	SI
	NO
	N/AP

	Pregunta 36
	¿Existe en el ordenamiento jurídico de su país la obligación de cada funcionario público de denunciar los actos de corrupción de que tomaren conocimiento en el ejercicio de sus funciones?
	*
	
	

	
	Justificación

Artículo 342 del Código Penal, Artículo 2026 del Código Judicial, Artículo 29 del Decreto Ejecutivo No. 246 de 15 de diciembre de 2004. 
	
	
	

	Pregunta 37
	¿Existe en el ordenamiento jurídico de su país la obligación de los organismos públicos de proteger a los denunciantes de buena fe de actos de corrupción? 
	
	*
	

	
	Justificación

No existe una Ley que proteja a las personas que denuncian la corrupción en Panamá
	
	
	

	Pregunta 38
	¿Está establecida la obligación de denunciar los actos de corrupción de que tomaran conocimiento en el ejercicio de sus funciones  como una norma obligatoria para todos los funcionarios públicos?
	
	*
	

	
	Justificación

Artículo 342 del Código Penal, Artículo 2026 del Código Judicial, Artículo 29 del Decreto Ejecutivo No. 246 de 15 de diciembre de 2004.
	
	
	

	Pregunta 39
	¿Se encuentran legalmente establecidas sanciones para los funcionarios que no denuncien actos de corrupción?
	*
	
	

	
	Justificación

Por violar el Artículo 29 del Decreto Ejecutivo No. 246 de 15 de diciembre de 2004 las sanciones van desde una amonestación verbal hasta la destitución.
	
	
	

	Total Respuestas sobre marco legal e institucional
	
	
	

	Estándares y Preguntas sobre percepción del desempeño
Mecanismos y prácticas de prevención, detección, investigación y castigo para hacer efectivas las normas sobre prevención de conflictos de intereses
(Nota: entiéndase por mecanismo todo conjunto de procedimientos y sistemas cuyo funcionamiento permite llevar a la práctica un determinado objetivo)
	Evaluación
	

	
	0
	1
	2
	3
	4
	

	Pregunta 40
	Las instancias que reciben o tramitan denuncias de corrupción las impulsan hasta su término dentro del ámbito de sus responsabilidades
	
	
	*
	
	
	

	
	Justificación

Las instancias que reciben denuncias sobre corrupción son el Ministerio Público, a través de sus fiscalías, que de hecho tienen tres de ellas especializadas en materia Anticorrupción. También investiga corrupción la Contraloría General de la República. El recientemente creado Consejo Nacional de Transparencia contra la Corrupción  a través de su Secretaría Ejecutiva puede realizar investigaciones administrativas.

Según un informe que realizó la Fundación para el Desarrollo de la Libertad Ciudadana denominado Índice de Impunidad, la mayoría de los casos que se investigan a través de estas instancias y que terminan en condena son casos de pequeña corrupción, la queja constante es que los casos de gran corrupción o alto perfil no se sancionan a los culpables.
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 41
	Los órganos públicos aplican procedimientos específicos para tramitar las denuncias que recibieren sobre actos de corrupción
	
	
	
	*
	
	

	
	Justificación

En las investigaciones de las denuncias por presuntos actos de corrupción por parte del Ministerio Público sus acciones están fundamentas en el procedimiento que establece el Código Judicial.
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 42
	Los funcionarios encargados de recibir denuncias son capacitados para el ejercicio de sus funciones
	
	
	
	*
	
	

	
	Justificación

Los fiscales anticorrupción han participado en capacitaciones ofrecidas por la Embajada de los Estados Unidos en Panamá, por la USAID-Panamá y otros organismos internacionales
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 43
	Los órganos públicos cuentan con herramientas y procedimientos para proteger a los denunciantes de buena fe de actos de corrupción

(ejemplos: líneas telefónicas confidenciales, garantías de protección de identidad, recepción anónima de denuncias, fuero, otras)
	
	*
	
	
	
	

	
	Justificación

La Contraloría General de la República en su Dirección de Investigaciones Especiales cuenta con una línea de denuncias. No hay Ley que proteja a las personas que denuncian la corrupción.
	
	
	
	
	
	

	Pregunta 44
	Cuando se aplican los procedimientos de denuncia de actos de corrupción, los denunciantes no sufren represalias por este hecho
	
	
	*
	
	
	

	
	Justificación

Es posible que una persona que denuncie un acto de corrupción sufra represalias, es por ello que muchas personas prefieren no interponer la denuncia y optan por llevarla a una medio de comunicación ya que los periodistas le garantizan proteger su identidad.
	
	
	
	
	
	


Indicadores de desempeño e Información estadística:

45.¿Cuál es la cantidad de procesos penales por corrupción iniciados por denuncias?

En respuesta a la nota que enviamos a la Sra. Procuradora de la Nación, su despacho manifiesta que  “tratándose del delito de corrupción (delito específico), éste se incluye en el Título X, que contempla los delitos contra la administración pública (delito genérico); por lo que al procesar los expedientes para su delegación a la Fiscalía Anticorrupción, la calificación que ejecuta este despacho, por lo general, es genérica”

Total de Denuncias interpuestas por funcionarios en la Fiscalía Primera Anticorrupción 691, otras denuncias 127 y en la Fiscalía segunda se recibieron 639 denuncias interpuestas por funcionarios y 149 otras denuncias.

46. ¿Cuál es el porcentaje de denuncias de actos de corrupción originadas en denuncias de funcionarios públicos?

Basado en las cifras proporcionadas por el Secretario General de la Procuraduría de la Nación  en las que se indica que la Fiscalía Primera recibió 691 denuncias de funcionarios públicos de un total 872 casos  el porcentaje sería 79.24%, mientras que en la Fiscalía Segunda se recibieron 639 denuncias de un total de 862 casos por lo que el porcentaje sería  74.13%.

47. ¿Qué porcentaje de denunciantes han solicitado o se han acogido a medidas de protección?

En la misiva del Secretario General de la Procuraduría de la Nación se señala que sola una persona en el año 2005 solicitó protección de su identidad con el objeto de denunciar este tipo de conductas, ya que la Ley 48 de 30 de agosto de 2004 se adoptan normas que protegen la identidad de los testigos, las cuales son aplicables a la investigación en general, incluyendo los actos de corrupción.
En ese sentido, el Contralor de la República manifestó con respecto a este tema, que “en la Dirección de Auditoría General de nuestra institución se han recibido 86 denuncias de funcionarios públicos y en la Dirección de Investigaciones Especiales 45 denuncias ciudadanas. Luego del examen correspondientes, todos los casos en donde se determine afectación patrimonial son remitidos a las autoridades que les corresponda, distíngase Ministerio Público, Dirección de Responsabilidad Patrimonial y la propia administración del ente auditado, para que realice el proceso apropiado y se determine la debida responsabilidad”.

________________________

© Transparency International
*Para obtener información adicional sobre este Informe puede comunicarse con la Fundación para el Desarrollo de la Libertad Ciudadana a los teléfonos 223 4120 / 22 / 24 o a la dirección electrónica tipanama@cableonda.net o tinker@cableonda.net

� El artículo 1º de la CICC define: “Para los fines de la presente Convención, se entiende por: funcionario público, oficial gubernamental o servidor público, cualquier funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funcione en nombre del Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos”.
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